
Santiago, veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro.

Al escrito folio N° 117671-2024: a todo, téngase presente.

Vistos:

Se reproduce la sentencia en alzada con excepción de sus fundamentos 

quinto y sexto que se suprimen.

Y teniendo, además, en consideración:

1º)  Que,  ha  de  tenerse  en  consideración  que  el  debido  proceso  es  un 

derecho asegurado por la Constitución Política de la República, que ordena que 

toda  decisión  de  un  órgano  que  ejerza  jurisdicción  tiene  que  fundarse  en  un 

proceso previo legalmente tramitado, y al efecto el artículo 19, N° 3, inciso sexto,  

impone  al  legislador  la  misión  de  definir  las  condiciones  de  un  procedimiento 

racional y justo. 

Sobre los presupuestos básicos que tal salvaguardia supone, se ha dicho 

que el debido proceso lo constituyen, a lo menos, un conjunto de resguardos que 

la Carta Fundamental, los tratados internacionales ratificados por Chile en vigor y 

las leyes, les entregan a las partes de la relación procesal, por medio de las cuales 

se procura, a vía de ejemplo, que todos puedan hacer valer sus pretensiones en 

tribunales  imparciales,  que  sean  escuchados,  que  puedan  impugnar  las 

resoluciones con las que no estén conformes, que se respeten los procedimientos 

fijados  en  la  ley  con  fidelidad  a  la  Constitución  y  que  las  sentencias  sean 

debidamente motivadas y fundadas (entre otras, SCS N°s 6.902- 2012, de 6 de 

noviembre de 2012; 2.747-2013, de 24 de junio de 2013; 6.250-2014, de 7 de 

mayo de 2014; 4.269-2019, de 25 de marzo de 2019; y, 92.059-2020, de 8 de 

septiembre de 2020).

YEYXXRXRTBJ



Asimismo, esta Corte ha resuelto que el agravio a la garantía del debido 

proceso  debe  ser  real,  en  cuanto  perjudique  efectivamente  los  derechos 

procesales  de  la  parte,  esto  es,  que  entrabe,  limite  o  elimine  su  derecho 

constitucional al debido proceso. 

Igualmente,  se  ha dicho que la  infracción  producida  a  los  intereses  del 

interviniente debe ser sustancial, trascendente, de gravedad, de tal modo que el 

defecto sea, en definitiva, insalvable frente al derecho constitucional  del debido 

proceso, por cuanto la nulidad que se pretende, en tanto constituye una sanción 

legal, supone un acto viciado y una desviación de las formas de trascendencia 

sobre las garantías esenciales de una parte en el juicio, en términos que se atente 

contra  las  posibilidades  de actuación  de cualquiera  de los  intervinientes  en el 

procedimiento (entre otras, SCS N°s 2.866-2013, de 17 de junio de 2013; 4.909-

2013, de 17 de septiembre de 2013; 21.408-2014, de 8 de septiembre de 2014; 

4.269-2019, de 25 de marzo de 2019; 76.689-2020, de 25 de agosto de 2020; y, 

92.059-2020, de 8 de septiembre de 2020).

Respecto  del  derecho  fundamental  a  un  debido  proceso,  resulta  útil, 

asimismo, considerar los reiterados fallos que sobre la materia han emanado de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, la que partiendo de las reglas sobre 

garantías procesales que establece el artículo 8.1 de la Convención Americana 

sobre  la  materia  (“Toda  persona  tiene  derecho  a  ser  oída,  con  las  debidas  

garantías  y  dentro  de  un plazo razonable,  por  un  juez o tribunal  competente,  

independiente  e  imparcial,  establecido  con  anterioridad  por  la  ley,  en  la  

sustanciación  de  cualquier  acusación  penal  formulada  contra  ella,  o  para  la  

determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de  
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cualquier otro carácter”),  ha expresado lo siguiente:  “Desde temprano, la Corte  

IDH ha sostenido que el artículo 8 consagra los lineamientos del llamado ‘debido  

proceso  legal’,  entendiendo  éste  como  ‘el  conjunto  de  requisitos  que  deben  

observarse en las instancias procesales, a efectos de que las personas estén en  

condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto  

del Estado que pueda afectarlos”.

El aludido derecho fundamental, al encontrarse consagrado en un tratado 

internacional sobre derechos humanos ratificado por el Estado de Chile y vigente, 

forma parte del bloque de constitucionalidad de nuestro ordenamiento jurídico (con 

arreglo  a  lo  estatuido  en  el  inciso  segundo,  del  artículo  5°  de  la  Carta 

Fundamental),  y  como todos  los  que contempla  el  mencionado  bloque,  no  se 

puede afectar  por los órganos estatales  de tal  modo que se vulnere el  núcleo 

esencial de los mismos;

2º) Que  uno  de  los  principios  fundamentales  de  la  garantía  del  debido 

proceso,  como se sabe,  es  el  de imparcialidad  del  tribunal,  según el  cual  las 

sentencias  pronunciadas  por  los  órganos  que  ejercen  jurisdicción  sólo  son 

legítimas cuando se dictan en el marco de un procedimiento que no deja dudas 

acerca de la posición desprejuiciada del tribunal.

Sobre el  particular,  Luigi  Ferrajoli  sostiene que  “la imparcialidad del juez  

exige el respeto de condiciones orgánicas y de otras de carácter cultural. Entre las  

primeras menciona: la imparcialidad en sentido estricto, entendida como ajenidad  

del juzgador a los intereses de las partes; la independencia, destinada a brindar  

inmunidad a la labor del juez frente a todo sistema de poderes; y, por último, la  

naturalidad, que exige la designación y la determinación de las competencias del  
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juez  con anterioridad a  la  perpetración  del  hecho sometido  a  juicio.  Entre  las  

segundas, sostiene que la imparcialidad, más allá de las garantías institucionales,  

es un hábito intelectual y moral de quien decide y que se resume en la total y  

absoluta ausencia de interés personal o privado en el resultado de la causa: nadie  

debe ser juez o árbitro en su propia causa y por ello —son palabras de Hobbes—  

‘nadie  debe  ser  árbitro  si  para  él  resulta  aparentemente  un  mayor  provecho,  

material o espiritual, de la victoria de una parte que de la otra” (Ferrajoli, Luigi. 

Derecho y razón, Editorial Trotta, Madrid, 8ª ed., 2006, p. 581.);

3º) Que, la garantía de imparcialidad del tribunal, entonces, comprende tres 

derechos individuales de que gozan las personas de cara a la organización judicial  

del  Estado,  a  saber:   el  derecho  al  juez  natural,  independiente  e  imparcial, 

referidos —en lo que concierne a esta causa— a la forma de posicionarse el juez 

frente al conflicto. De modo que no medie compromiso con los litigantes o con el 

asunto, desde que en todo proceso penal aparece comprometido el interés público 

de la comunidad en el esclarecimiento de los sucesos y el castigo de los delitos, 

como  también  la  absolución  del  inocente;  ese  interés  debe  ser  tutelado 

exclusivamente  por  el  Ministerio  Público como órgano dispuesto por  el  Estado 

precisamente con ese propósito, que incluye por cierto la exclusiva y excluyente 

promoción de la acción penal y la carga de probar la culpabilidad del incriminado,  

al  mismo tiempo que el  tribunal  debe actuar  con  neutralidad  y  objetividad,  no 

pudiendo  conducirlo  a  abandonar  su  posición  equidistante  de  las  partes  y 

desinteresada sobre el objeto de la causa.

En el ámbito penal, lo anterior se traduce en que los asuntos criminales 

deben ser conocidos por los tribunales señalados por la ley con anterioridad a la 
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perpetración  del  hecho  delictivo;  que  otro  Poder  del  mismo Estado  no  puede 

avocarse a dicha función; y a que el juez, al posicionarse ante el conflicto, debe 

hacerlo de modo que no medie compromiso con los litigantes o el asunto de que 

se trate.

En este mismo orden de cosas, acorde a lo propuesto por el compareciente, 

conviene destacar lo sostenido por la doctrina, que entiende por imparcialidad del  

juzgador  “el  modo de posicionarse frente al  conflicto objeto del proceso y a la  

pretensión  de  las  partes,  de  manera  que  sea  equidistante  de  las  mismas  y  

distante del conflicto, a fin de poder analizar y concluir con prudente objetividad  

cuál es la más ecuánime y justa manera de dictar la sentencia. Juez es sinónimo  

de imparcialidad, es la esencia misma inherente a la justicia. Si el proceso es la  

forma  civilizada  como  presupuesto  para  la  realización  del  Derecho  Penal,  es  

indispensable que el encargado de decidir sólo podrá hacerlo con justicia si es  

imparcial, esto es, si no tiene inclinación favorable o negativa respecto a alguna  

de las partes o interés personal alguno respecto al objeto del proceso” (Jauchen, 

Eduardo. Derechos del Imputado, Rubinzal-Culzoni Editores, 1ª ed., 2007, p. 210). 

Y agrega en lo pertinente al recurso que “No se puede ser juez y parte al  

mismo tiempo, lo que conspira frontalmente con la esencia de la justicia. De ahí  

que el añejo ne procedat iudex ex officio (No hay juicio sin parte que lo promueva),  

pilar fundamental en todos los Estados de Derecho, sea el primer presupuesto  

insoslayable del respeto a la garantía constitucional del juez imparcial. El principio  

acusatorio  formal  dispone disociar  las  funciones requirente y decisoria,  lo  que  

apareja la necesidad del acto de instancia por parte de otro órgano totalmente  

distinto del juez. Acción y jurisdicción son esencialmente inconciliables, por ello un  
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mismo órgano judicial no puede tener ambos poderes; no se puede ser juez y  

parte al mismo tiempo, pues ello afecta su imparcialidad objetiva” (op. cit., p. 212).

Por su parte, Julio B. Maier señala que “la palabra ‘juez’ no se comprende,  

al menos en el sentido moderno de la expresión, sin el calificativo de ‘imparcial’.  

De otro modo: el adjetivo ‘imparcial’ integra hoy, desde un punto de vista material,  

el concepto ‘juez’, cuando se lo refiere a la descripción de la actividad concreta  

que le es encomendada a quien juzga y no tan sólo a las condiciones formales  

que,  para  cumplir  esa  función  pública,  el  cargo  permanente  o  accidental  –  

requiere” (Derecho Procesal Penal, Tomo I. Fundamentos, Ediciones del Puerto 

s.r.l., 2ª ed. 2002, p. 739).

La  doctrina,  por  su  parte,  distingue  entre  factores  de  ausencia  de 

imparcialidad subjetiva (como los prejuicios o sesgos del  juzgador),  y otros  de 

carácter objetivos, como los previstos en las causales de inhabilidad de nuestro 

sistema procesal. En cualquier caso, unos u otros deben ser comprobados en el 

proceso (ver a Enrique Bacigalupo).

Coherente  con  lo  anterior,  el  artículo  1°  del  Código  Procesal  Penal 

desarrolla la garantía en análisis y en su inciso primero dispone que:  “Ninguna 

persona podrá ser condenada o penada, ni sometida a una de las medidas de  

seguridad establecidas en este Código, sino en virtud de una sentencia fundada,  

dictada por un tribunal imparcial”.

En consecuencia, la vulneración de esta garantía puede ser reclamada —

en  cuanto  concierne  a  un  tribunal  oral—  por  el  interviniente  perjudicado, 

especialmente a través del recurso de nulidad, sea mediante la causal específica 

de la letra a), del artículo 374 del Código Procesal Penal o bien, por intermedio de 
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la causal genérica de la letra a),  del artículo 373 del mismo texto legal,  según 

corresponda.

De este modo, no cabe duda que la ausencia de imparcialidad, en cuanto 

ésta es una garantía fundamental reconocida a toda persona, le resta legitimidad a 

la decisión adoptada por el ente jurisdiccional, pues lo aleja de su rol de tercero 

ajeno al pleito y genera una lógica desconfianza por parte de los ciudadanos sobre 

la labor encomendada de hacer justicia;

4º) Que, en el ámbito del Derecho Internacional, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos ha desarrollado criterios sobre la garantía de imparcialidad del 

juez como presupuesto del debido proceso. Así, ha señalado:  “Este Tribunal ha 

establecido que la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda  

particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva,  

de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva  

que  inspiren  la  confianza  necesaria  a  las  partes  en  el  caso,  así  como  a  los  

ciudadanos en una sociedad democrática. La imparcialidad del  tribunal  implica  

que  sus  integrantes  no  tengan  un  interés  directo,  una  posición  tomada,  una  

preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren involucrados en la  

controversia” (Caso  Trabajadores  Cesados  de  Petroperú  y  otros  Vs.  Perú. 

Excepciones Preliminares,  Fondo,  Reparaciones y Costas.  Sentencia de 23 de 

noviembre 2017. Serie C No. 344.).

En el mismo orden de ideas, dicho Tribunal Internacional, en las sentencias 

pronunciadas en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica, de 2 de julio de 2004,  

Serie C No. 107, párrafo 170 y Palamara Iribarne vs. Chile, de 22 de noviembre de 

2005, serie C No. 135, párrafo 146, ha expresado, en síntesis, que se requiere la 
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separación del juez de la causa sometida a su conocimiento, no sólo cuando en el 

plano subjetivo tiene algún prejuicio personal, sino también —en el plano objetivo

—  cuando  existan  incluso  apariencias  que  puedan  suscitar  dudas  sobre  su 

imparcialidad, pues “Lo que está en juego es la confianza que deben inspirar los  

tribunales a los ciudadanos en una sociedad democrática, y sobre todo, en las  

partes del caso”. En el mismo sentido, en el caso Argüelles y otros Vs. Argentina, 

de 20 de noviembre de 2014, serie C No. 288, párrafo 168 y, más recientemente,  

en el  caso Granier y otros /Radio Caracas Televisión Vs. Venezuela, de 22 de 

junio de 2015, Serie C No 293, párrafo 304.

A partir de tales pronunciamientos de la Corte Interamericana, y tal como lo 

comenta Jauchen, se consagra el principio de que los motivos de parcialidad y,  

por consiguiente, de apartamiento del juez, no se limitan a las taxativas causales 

de recusación enumeradas en los códigos procesales,  sino que también existe 

una  variada  gama  de  situaciones  imposibles  de  enumerar  pero  que, 

genéricamente,  aun  cuando  no  estén  expresamente  previstas,  configuran 

objetivamente  motivos  de apartamiento,  por  colocar  al  juez o tribunal  en duda 

sobre su imparcialidad (Jauchen, op. cit., p. 215).

Lo anterior permite afirmar, como ya lo hiciera esta Corte (entre otras en 

SCS Nº  4.181-2009,  de  19 de noviembre de 2009;  y,  12.564-2018,  de 16 de 

agosto de 2018), que todo acusado, en resguardo de su derecho a ser juzgado por 

un tribunal imparcial, se encuentra en condiciones de reclamar la falta de dicha 

garantía,  cuando  existen  circunstancias  externas,  objetivas,  que  sugieren 

sospechas legítimas sobre la existencia de prejuicios del juzgador en la solución 

del caso que debe resolver, sin que pese sobre el imputado la carga de demostrar 
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que el  juez,  efectivamente,  albergaba en su fuero interno la aspiración de una 

sentencia perjudicial a sus intereses. 

De  este  modo,  en  consonancia  con  las  exigencias  que  postula  la 

imparcialidad  objetiva,  todo  juez  respecto  de  quien  puedan  existir  motivos 

plausibles para desconfiar de su imparcialidad, debe inhibirse de conocer el caso; 

5º) Que,  en  el  mismo  sentido,  la  doctrina  explica:  “Primero  habrá  que 

revisar si existen antecedentes para estimar razonablemente que existe o existió  

en el proceso una afectación de la garantía de imparcialidad del tribunal en su  

dimensión subjetiva, y, por tanto, es necesario evaluar si hay evidencia suficiente  

para estimar que la convicción del juez se formó al margen del juicio, por ejemplo,  

sobre la base de su propia información privada o en virtud de sus particulares  

intereses comprometidos en el término del pleito, todo lo cual puebla un terreno  

espiritual prácticamente inescrutable en el juzgador pero que, sin embargo, puede  

inferirse de cierta evidencia fáctica o expresarse en actuaciones externas que la  

develan.

Sobre  esta  materia,...  corresponderá  a  la  parte  que  se  lamenta  de  la  

parcialidad del magistrado demostrarla, probando en concreto que la disposición  

anímica o psicológica del juez y su conducta exteriorizada son síntomas de falta  

de imparcialidad.

Pero hay también una dimensión objetiva de esta garantía que, a diferencia  

de  aquella  subjetiva,  no  exige  efectiva  neutralidad  al  juzgador,  sino  sólo  un  

comportamiento y posición de indiscutida indiferencia frente a las partes y sus  

intereses.
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Con la imparcialidad objetiva no se trata ya que el juez haya exteriorizado  

convicción  personal  alguna  ni  haya  tomado  partido  previo,  sino  que  estamos  

frente a un juez que no ofrece garantías suficientes para excluir toda duda legítima  

al respecto.

En este plano, se busca cautelar la confianza de la sociedad en la correcta  

administración de justicia” (Echeverría, Germán. Imparcialidad del Tribunal Oral en 

lo Penal: Tras la conquista de la garantía. Revista de Derecho (Valdivia), Vol. 23 

Nº1,  2010,  pp.  269-310,  en  https://dx.doi.org/10.4067/S0718-

09502010000100012);

6º) Que, en el caso de autos, la duda sobre la imparcialidad del tribunal en 

que descansa  en el  hecho que pese a que la audiencia fue solicitada por  el 

Ministerio Público para formalizar a los imputados por su participación en un delito 

de lesiones graves, lo que efectivamente ocurrió, sin perjuicio de ello el Tribunal 

para  fundamentar  la  imposición  de  la  medida  cautelar  de  prisión  preventiva, 

solicitada  por  la  fiscalía  por  peligro  para  la  seguridad  del  víctima,  justificó  la 

imposición  de la  misma por  peligro de fuga,  alterando para  ello  la calificación 

jurídica del hecho entendiendo que se encontraban bajo un delito de homicidio 

simple frustrado de modo que por la penalidad del mismo existía un peligro de 

fuga;

7°) Que por otra parte del examen de estos antecedentes y lo expuesto por 

los intervinientes en sus respectivos alegatos, es posible advertir que la resolución 

que  decreta  la  prisión  preventiva   ha  sido  pronunciada  sin  que  haya  existido 

debate  previo  de  los  intervinientes  con  infracción  del  artículo  19  N°   7  de  la 

Constitución  Política  de  la  República,  lo  que  ha  importado  igualmente  la 
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transgresión de diversas disposiciones del Código Procesal Penal, particularmente 

de sus artículos 93, 94, y 102 y siguientes.

8°) En efecto, por una parte, el tribunal, en cumplimiento del mandato legal 

contenido en el artículo 8 del Código Procesal Penal, debe resolver los asuntos 

que  son  sometidos  a  su  consideración,  previo  debate  y  luego  de  oír  a  los 

intervinientes, a efectos que del contradictorio y con la debida valoración de los 

antecedentes  y  argumentos  expuestos  por  los  litigantes,  pueda  resolver 

fundadamente  aquellas  peticiones  que  le  hubieren  sido  planteadas,  acorde  lo 

exigen  particularmente  los  artículos  36  y  143  del  Código  de  Procesal  Penal,  

fundamentación que viene en legitimar la decisión a la luz de las disposiciones 

legales referidas.

9°) Que del examen de los antecedentes de autos aparece que con ocasión 

de la  decisión  adoptada  por  el  juez  de garantía  sin  oír  las  alegaciones  de la 

defensa, se advierte que ella no estuvo en situación de exponer sus argumentos, 

ello  al  no haberle  escuchado  en  la  audiencia  requerida,  coartando  el  derecho 

básico del sentenciado a una debida defensa letrada. 

10°) Que  en  tales  condiciones,  resulta  evidente  la  infracción  al  debido 

proceso con ocasión  de la vulneración del  derecho de defensa,  la omisión del 

contradictorio,  propio  de  un  procedimiento  sujeto  al  principio  de  la  oralidad  y 

acusatorio, así como de la fundamentación de la resolución que dispuso la medida 

cuestionada,  y que es el antecedente inmediato que la justifica en términos de 

permitir la sociabilización de la misma a la vez que el adecuado control por los 

intervinientes de las resoluciones jurisdiccionales, nada de lo cual acontece en la 

especie.
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11°) Que lo anterior demuestra claramente que en la especie ha existido 

una manifiesta afectación de la libertad personal de los recurrentes con ocasión de 

la  resolución  que  dispuso  la  imposición  de  la  medida  cautelar  de  prisión 

preventiva, en un procedimiento defectuoso y sin expresión de los antecedentes 

de hecho y de derecho que la justifiquen,  lo que es de mérito suficiente para 

acoger la acción constitucional intentada en estos antecedentes.

Y de acuerdo, además, con lo dispuesto en los artículos 19 N° 7 y 21de la 

Constitución Política de la República, se revoca la sentencia apelada de la Corte 

de  Apelaciones  de  Talca  Rol  569-2024  de  trece  de  noviembre  de  dos  mil 

veinticuatro,  y  en  su  lugar  se  declara  que  se  acoge el  recurso  de  amparo 

deducido a favor de  JOSÉ TOMÁS ÑIRIPIL CAMPOS y NICOLÁS SEGUNDO 

VELOSO AGUSTO,  solo en cuanto se deberá fijar a la brevedad una audiencia 

para que un juez no inhabilitado se pronuncie sobre la cautelar solicitada por la 

fiscalía.

Comuníquese por la vía más rápida para su cumplimiento.

Devuélvase, previo registro.

Rol N° 58.050 2024.
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Pronunciado por la Segunda Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) María Angélica Cecilia Repetto G., Leopoldo Andrés Llanos S.,
María Teresa De Jesús Letelier R. y los Abogados (as) Integrantes Andrea
Paola Ruiz R., Eduardo Nelson Gandulfo R. Santiago, veintisiete de
noviembre de dos mil veinticuatro.

En Santiago, a veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro, se incluyó en
el Estado Diario la resolución precedente.
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